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5775 REAL DECRETO 484/1982, de 5 de marzo, por el 
que se desarrolla el Real Decreto ley 3/1979, de 26 
de enero. 

El artículo séptimo del Real Decreto-ley de veintiséis do 
enero de mil novecientos setenta y nueve, sobre protección de 
la seguridad ciudadana, atribuyó al Gobierno la determinación 
del alcance y condiciones de las especiales prestaciones que 
dicho precepto prevé en favor do las personas que resultaren 
víctimas de delitos cometidos por personas integradas en gru­
pos o bandas organizados y armados.

El presente Real Decreto desarrolla la provisión legal te­
miendo en cuenta su singularidad dentro del régimen de res­
ponsabilidades de la Administración del Estado prescrito en 
el ordenamiento jurídico y buscando como referencia objetiva 
para sus consecuencias económicas la homologación del riesgo 
excepcional que dicha disposición ampara en favor de las 
personas, con los supuestos similares ya protegidos por la 
Seguridad Social.

En su virtud, a propuesta de los Ministros del Interior y 
de la Presidencia, de acuerdo con el Consejo de Estado y 
previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión 
del día cinco de marzo de mil novecientos ochenta y dos,

DISPONGO:

Artículo primero.—Son resarcibles por el Estado, de acuer­
do con lo dispuesto en el presente Real Decreto, los daños y 
perjuicios corporales causados como consecuencia o con oca­
sión de los delitos cometidos por persona o personas integra­
das en bandas o grupos organizados y armados y sus conexos.

Quedan fuera dé la protección establecida por este Real 
Decreto, los daños y perjuicios producidos en las cosas o bie­
nes, cuyo resarcimiento, en su caso, se regulará por las nor­
mas administrativas que les sean aplicables.

Artículo segundo.—Serán titulares del derecho reconocido 
en el presente Real Decreto:

a) En el caso de muerte, el cónyuge no separado legalmen­
te y los hijos de la víctima que sean menores de edad o que, 
habiendo alcanzado la mayoría de edad, se hallen legalmente 
incapacitados o sean notoriamente incapaces para procurar su 
sustento; a falta de unos y otros, los ascendientes en primer

grado, siempre que en la fecha del fallecimiento vivieran a 
expensas del causante.

Cuando el cónyuge y los hijos concurrieran como titulares 
del resarcimiento, se repartirá la misma por mitad entre aquél 
y éstos.

b) En el caso de lesiones causadas a las personas físicas, 
la persona o personas que las hubieren padecido.

El otorgamiento de esta prestación no será obstáculo para 
que se perciban ' las que puedan corresponder a sus titulares 
por cualquier otro concepto, dejando a salvo la incompatibili­
dad y la opción establecidas por el Real Decreto-ley diecinueve/ 
mil novecientos ochenta y uno, de treinta de octubre.

Artículo tercero—Tanto en el caso de muerte como en el 
de lesiones corporales, las cantidades que correspondan no 
podrán ser inferiores en ningún caso a la cuantía de las pre­
vistas. para supuestos análogos por las normas laborales o las 
que regulan la Seguridad Social.

' El exceso de la cuantía satisfecha sobre lo dispuesto en el 
párrafo anterior no podrá ser superior a un veinte por ciento, 
y se fijará teniendo en cuenta las circunstancias familiares y 
profesionales de la víctima.

Estas cantidades so satisfarán por una sola vez, capitalizán­
dose. en su caso, a efectos do determinar la cuantía, las que 
tengan el carácter de periódicas según la legislación laboral 
y de Seguridad Social.

Artículo cuarto.—A los solos efectos que el presente Real 
Decreto regula para la determinación del nexo causal de las 
reparaciones con el supuesto previsto en el artículo tres punto 
uno del Real Decreto-ley tres/mil novecientos setenta y nueve, 
de veintiséis do enero, se estará a lo que resulte de las actua­
ciones que so practiquen en el expediente administrativo que 
se instruya.

No obstante, la resolución que se dicte en vía administrativa 
podrá ser revisada, de acuerdo con la legislación en vigor, si 
recayere sentencia en el orden judicial competente para el 
enjuiciamiento penal de las conductas.

Artículo quinto.—Las solicitudes presentadas al amparo del 
presente Real Decreto se tramitarán a instancia do parto con 
arreglo a las normas de Ja Ley de Procedimiento Administrativo 
y se resolverán por el Ministerio del Interior.

La acción para reclamar prescribe por el transcurso de un 
año, que se contará a partir del hecho que la motivó. No obs­
tante, en el caso contemplado por el apartado b), del artículo 
segundo, esto plazo no comenzará a contarse hasta que la 
víctima esté totalmente curada de sus lesiones: En el caso de 
que falleciese como consecuencia directa de éstas se reabrirá 
el plazo de un año para solicitar la diferencia entre la cuantía 
devengada por lesiones y la cuantía devengada por falleci­
miento.

Artículo sexto.—Por el Ministerio de Hacienda so habilitarán 
los créditos necesarios, con cargo a los Presupuestos Generales 
del Estado, para hacer efectivas las previsiones do este Real 
Decreto.

Artículo séptimo.—El presente Real Decreto entrará en vigor 
el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del 
Estado» y será de aplicación a las reclamaciones que se halla­
ron en trámite.

Sin perjuicio de ello, los expedientes resueltos con anterio­
ridad a su vigencia, podrán ser revisados a instancia de los 
interesados, para ajustarlos a las prescripciones del mismo, 
siempre que las correspondientes solicitudes se dedujeran den­
tro del plazo de tres meses desde el dia de su entrada en vigor.

Dado en Madrid a cinco de marzo de mil novecientos ochenta 
y dos.

JUAN CARLOS R.
El Ministi'o de la Presidencia,

MATIAS RODRIGUEZ INCIARTE

MINISTERIO DE TRABAJO 
Y SEGURIDAD SOCIAL

5776 ORDEN de 5 de enero de 1982 por la que sé esta­
blecen normas Para la aplicación y desarrollo del 
Real Decreto 1723/1981, de 24 de julio, sobre recono- 
cimento, declaración y calificación de las condicio­
nes de subnormal y minusválido.

Ilustrísimos señores:

El Real Decreto 1723/1981, de 24 de julio, sobre reconocimien­
to, declaración y calificación de las condiciones de subnormal 
y minusválido, ha venido a unificar en el Instituto Nacional de 
Servicios Sociales las competencias y facultndes relativas al 
reconocimiento de los derechos derivados de las condiciones


